STJSL-S.J. – S.D. Nº  014/15.-

---En la Ciudad de San Luis, a doce días de marzo de dos mil quince, se reúnen en Audiencia Pública los Sres. Ministros OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URÍA y LILIA ANA NOVILLO- Ausente en este acto el Dr. FLORENCIO DAMIAN RUBIO, por encontrarse en uso de Licencia - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “ORTIZ PEDRO ANGEL y VILLEGAS JORGE DANIEL c/ DISAL S.A. -  DEM. LAB. - RECURSO DE  CASACION”. IURIX Nº 140335/8.-
Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URÍA y LILIA ANA NOVILLO.- 
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en la sentencia recurrida alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del C.P.C. y C.?

III) Caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse de la ley en el caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas? 

A LA PRIMERA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA Dijo: 1) Que a fs. 145/150, se presentan los apoderados de los actores y fundan Recurso de Casación interpuesto a fs. 140, contra la Sentencia Definitiva Nº 30/12 (fs. 134/137), dictada por la Excma. Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral Nº 1, de la Segunda Circunscripción Judicial, que revoca parcialmente la sentencia de Primera Instancia Nº 162/10 (03/12/2010), obrante a fs. 78/85.
Que conforme lo dispone el art. 287 del C.P.C. y C., como primer agravio, alegan la errónea interpretación del art. 16 de la ley Nº 25.561 y en la no aplicación del Decreto Nº 1224/07.

Manifiestan  que,  con el dictado del Decreto N° 1224/07 quedó cumplida la condición exigida por el art. 4 de la ley Nº 25.972, que prorrogó el incremento indemnizatorio, por despido sin causa justificada, dispuesto por el art. 16 de la ley Nº 25.561.

Consideran que; la vigencia de la indemnización agravada, dispuesta por el art. 16 de la ley Nº 25.561, se extiende hasta el dictado del decreto que, dio por cumplida la condición del art. 4 de la ley Nº 25.972, como así lo ha entendido la doctrina y  jurisprudencia de la propia Cámara, que en el caso se contradice.

En segundo lugar, expresan que la sentencia cuestionada no ha aplicado los arts. 9 de la ley Nº 25.013, 275 de la LCT y arts. 509, 513, 514 in fine del Código Civil. 

Concluyen en definitiva que, el demandado debe abonar a los actores, el incremento de la indemnización por antigüedad del art. 16 de la ley Nº 25.561, resultando arbitraria y contradictoria la sentencia de la Excma. Cámara.

2) Que corrido traslado a la contraria, ésta contesta a 159/160, solicitando el rechazo del recurso con costas, por que al momento de la desvinculación de los trabajadores, se había cumplido, con exceso, la condición resolutoria exigida por la norma, ya que el índice de desempleo estuviese por debajo del 10%.

3) Que a fs. 176 y vta., obra dictamen del Sr. Procurador General Subrogante, quien se expide por el rechazo del Recurso de Casación, por las razones que invoca y que se dan por reproducidas en honor a la brevedad.

4) Que corresponde en primer término determinar si se cumplen los requisitos establecidos por la Ley de Casación, a efectos de la admisibilidad del recurso en estudio.

Que, del estudio de las constancias de la causa, surge que ha sido impetrado y fundado en tiempo; gozando del beneficio de gratuidad  por ser obrero y actor, siendo la resolución que se impugna una sentencia definitiva, por lo que se ha dado cumplimiento a las exigencias contenidas en los arts. 286 y 289 del C.P.C.y C., debiendo considerarse, en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el art. 301, inc a, del C.P.C.y C, que el recurso articulado deviene formalmente admisible.

Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTION por la AFIRMATIVA.

Los Señores Ministros Dres, OMAR ESTEBAN URÍA y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A LA SEGUNDA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA Dijo: 1) Para entrar al análisis de esta cuestión, este Alto Cuerpo tiene establecido jurisprudencialmente, que para la procedencia del Recurso de Casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso la forma que se ha violado la ley invocada en el fallo y cual es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumplimenta en autos, el recurso en estudio debe ser rechazado (Cfr. Fallo ut-supra citado).
Que respecto al medio impugnaticio intentado, cabe señalar que una de las características típicas de la casación, es que sólo tiene viabilidad en el caso que exista un “motivo legal (causal); por ende no es suficiente el simple interés, el agravio, sino que se precisa que el defecto, o error, que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado, objetivado, por ley. Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; b) siendo esa vía extraordinaria, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo” (Cfr. Juan Carlos Hitters, “Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la Casación” 2ª. Edición, p. 213; STJSL. “Chávez Mirta Nora c/ Obra Social Personal De Ind. Químicas y Petroquímicas  s/ Cobro De Pesos - Recurso De Casación”, 29-11-2007).
Asimismo se debe recalcar que, la fundamentación del recurso por alguna de las causales establecidas en el art. 287 del C.P.C. y C., exige la efectiva demostración del error jurídico que se le atribuye a la sentencia cuestionada. Así los argumentos de la impugnación deben dirigirse, directa y concretamente, en contra de los preceptos que estructuran la construcción jurídica en que se asienta la sentencia. Tiene que replicarse en forma completa o adecuada a las motivaciones esenciales que el pronunciamiento cuestionado contiene, porque, de otra forma, aquellas permanecen firmes e impiden su revisión.
2) Que examinados los hechos, considero procedente el recurso casatorio, compartiendo la conclusión arribada por la Juez de Primera Instancia en su sentencia N° 162 de fecha 03/12/2010, de fs. 78/85, la que se ha adecuado a los hechos comprobados y acreditados en la causa.

Que la ley N° 25.561, denominada Ley de Emergencia Pública y de Reforma del Régimen Cambiario (B.O. del 7-I-2002), declaró la emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria.

En su art. 16, en su parte pertinente, prescribe: "Por el plazo de ciento ochenta (180) días quedan suspendidos los despidos sin causa justificada. En caso de producirse despidos en contravención a lo aquí dispuesto, los empleadores deberán abonar a los trabajadores perjudicados el doble de la indemnización que les correspondiese, de conformidad a la legislación laboral vigente".

Así, el precepto en cuestión, en el marco del declarado estado de emergencia, estableció un agravamiento temporal de las consecuencias jurídicas (en su faz indemnizatoria), derivadas de los despidos sin causa justificada, dispuestos en violación a la "suspensión" allí plasmada, y ello, con el objeto de "preservar el empleo en un contexto económico-social en extremo difícil" (Cfr. causa L. 91.418, "Battaglia", sent. del 8-VII-2008; entre muchas).

Posteriormente, fueron dictadas sucesivas normas que prorrogaron la vigencia de la denominada "suspensión" de los despidos, sin causa justificada, y el agravante indemnizatorio en cuestión (Decs. 883/2002, B.O., 29-V-2002; 662/2003, B.O., 21-III-2003; 256/2003, B.O., 26-VI-2003; 1351/2003, B.O., 6-I-2004; 369/2004, B.O., 2-IV-2004). Más adelante acontecieron nuevas prórrogas, aunque reduciendo progresivamente la magnitud del agravamiento, ­más allá de las distintas precisiones que también se efectuaron en torno a los rubros indemnizatorios que abarcaba-, en función de la evolución de la tasa de desocupación que trimestralmente publica el I.N.D.E.C., con la aclaración de que cuando esa tasa resultara inferior al 10%, quedaría sin efecto aquella disposición (v. decs. 823/2004, B.O., 28-VI-2004; ley 25.972, B.O., 17-XII-2004; decs. 2014/2004, B.O., 7-I-2005; 1433/2005, B.O., 23-XI-2005, conf. causa L. 91.418, "Battaglia", cit.).

En ese sentido, la citada ley N° 25.972, prescribió en el primer párrafo de su art. 4: "Prorrógase la suspensión de los despidos sin causa justificada dispuesta por el artículo 16 de la Ley N° 25.561 y sus modificatorias, hasta que la tasa de desocupación elaborada por el Instituto Nacional de Estadística y Censo (INDEC) resulte inferior al DIEZ POR CIENTO (10%)".

Finalmente, el decreto 1224/2007 (B.O. del 11-09-2007) estableció lo siguiente: "Declárase cumplida la condición prevista por el primer párrafo del artículo 4º de la Ley Nº 25.972".
3) Hecha esta reseña normativa, debo señalar, que el tema encuentra respuesta en la jurisprudencia nacional, en los innumerables precedentes dictados por los Superiores Tribunales de las Provincias, y por las Cámaras Nacionales del Trabajo, cuyo criterio comparto.

Que a modo de referencia, a continuación transcribo los fundamentos vertidos por la Suprema Corte de Buenos Aires en el reciente fallo: “Genetti, Pablo Emilio contra Cervecería y Maltería Quilmes S.A.I.C.A. s/ Despido” (08/10/14); como entre tantos otros, “Scuffi, Daniel O. c/ Difusora Austral S.A. Despido” (20/08/2014); “Pelaez, Marcelo Alberto c/ Colegio de Farmacéuticos Prov. Bs. As. s/ Despido” (05/03/14):
“… la condición prevista en el art. 4 de la ley 25.972, en lo referente a la finalización de la vigencia temporal del incremento indemnizatorio previsto en el art. 16 de la ley 25.561, sólo debe considerarse cumplida a partir del dictado del decreto 1224/2007”.

“(iii) En primer lugar, debe ponderarse la circunstancia de que el Instituto Nacional de Estadística y Censo no elabora (al menos no lo hacía al momento del dictado de la ley 25.972 y el decreto 1224/2007) una sola tasa de desocupación, sino tres índices destinados a medir el indicado guarismo, que ponderan diversas variables: (1) el que considera desocupadas a las personas beneficiarias del plan asistencial "Jefes y Jefas de Hogar"; (2) el que considera desocupadas a las personas beneficiarias del plan mencionado, pero sólo en caso de que no realicen contraprestación y busquen activamente empleo; y (3) el que considera desocupadas a las personas asistidas por los planes indicados y que no realizan contraprestación, independientemente de que busquen o no empleo”.

“Resultando que el art. 4 de la ley 25.972 no especificó a cual de esos indicadores se refería (recuérdese que hizo referencia, en singular, a "la tasa de desocupación"), esta circunstancia presenta una primera -y no menor- dificultad para determinar cuándo operó la condición prevista en el precepto legal citado: descifrar cuál de los tres indicadores mencionados debe tomarse en cuenta a los fines de verificar el cumplimiento del requisito al que se supedita la vigencia del agravante indemnizatorio”.

“Lo señalado es particularmente relevante si se repara en la circunstancia de que, para el período mencionado por el recurrente (cuarto trimestre del año 2006) uno de los tres indicadores mencionados ascendió al 10,1% de la p.e.a., superando el indicado límite del 10% previsto en el art. 4 de la ley 25.972 (conf. I.N.D.E.C., "Mercado de trabajo: principales indicadores 4° trimestre de 2006. Adelanto de resultados", informe de prensa del 28-II-2007”.

“(iv) A lo expresado en el párrafo anterior, cabe añadir que las informaciones estadísticas que formula el I.N.D.E.C. no se publican en el Boletín Oficial, lo que agrega otro elemento de incertidumbre a los fines de desentrañar con exactitud cuándo hubo de verificarse la condición prevista en el precepto legal citado”
“En ese sentido, tanto podría sostenerse que ello ocurrió al momento en que el organismo dio a conocer informalmente esa información (28-II-2007), o bien, por el contrario, que ello se produjo el día 31-XII-2006, esto es, al finalizar el trimestre en el cual -según se conoció con posterioridad- dos de los tres índices arriba mencionados resultaron inferiores al 10% establecido como límite en la norma de marras”.
“(v) Tampoco puede perderse de vista que, a diferencia del decreto 823/2004 (primera norma que supeditó la vigencia del art. 16 de la ley 25.561 a la condición de que el índice de desocupación superase la tasa de desempleo del 10% de la p.e.a.), que prescribió que -verificada dicha circunstancia- "quedará sin efecto de pleno derecho la prórroga de lo establecido por el Artículo 16 de la Ley Nº 25.561, modificada por la Ley Nº 25.820, que se encontrare vigente en ese momento" (art. 3, dec. 823/2004, B.O. del 28-VI-2004; el subrayado no es del original), el art. 4 de la ley 25.972 no incluyó en su texto la expresión resaltada, lo que autoriza a interpretar -toda vez que la norma fue dictada pocos meses después, y en tanto no cabe suponer ignorancia o imprevisión del legislador- que su exclusión fue deliberada, y que, por ende, a partir de la sanción de la ley 25.972 la finalización del período de vigencia del agravante indemnizatorio no habría de caducar de pleno derecho, siendo necesario el dictado de una norma que así lo declarase”.

“(vi) Más aún. No puede ignorarse que el dictado del decreto 1224/2007 debe ser razonablemente enmarcado en el ámbito del art. 2 de la ley 25.972, que facultó expresamente al Poder Ejecutivo a declarar la cesación, total o parcial del estado de emergencia pública en alguna o todas las materias comprendidas en la ley citada "cuando la evolución favorable así lo aconseje", lo que refuerza la pertinencia de una norma expresa para declarar cumplida la condición prevista en el art. 4 del mismo cuerpo legal”.

“Facultad ésta que aparece coherente con la propia delegación legislativa en el poder administrador de la potestad de determinar, a partir de la sanción de la ley 25.972, el porcentaje resarcitorio adicional que debía pagarse por sobre la indemnización por despido, circunstancia que -precisamente, al igual que la fijación del momento en que se produjo la condición legal a la que quedaba supeditada la vigencia del agravante indem-nizatorio- pudo hallar su fundamento en las ventajas que -a juicio del legislador- podría traer aparejada, en el marco de la emergencia, la derivación hacia el Poder Ejecutivo de la tarea de ponderar la contingente evolución de las circunstancias socioeconómicas que habían motivado la sanción de una norma transitoria como el art. 16 de la ley 25.561”.
“(vii) Finalmente, aun cuando el tópico analizado ha presentado algunas vacilaciones interpretativas en la doctrina y la jurisprudencia, cuadra recordar que, hallándonos ante una multiplicidad de hermenéuticas jurídicas posibles, debe propiciarse la interpretación de la norma más favorable al trabajador por aplicación del principio in dubio pro operario que rige en la materia (arts. 14 bis de la C.N., 39 de la Const. prov. y 9 de la L.C.T., conf. causas L. 74.049, "Jara", sent. del 28-V-2003; L. 82.503, "Romano", sent. del 9-VIII-2006; L. 81.472, "Agosta", sent. del 18-VII-2007; L. 87.181, "Goites", sent. del 4-VI-2008; entre muchas).”

                                                                                             ///…
4) Como corolario de lo argumentado precedentemente, es razonable concluir que el Decreto Nº 1224/07 constituyó el acto administrativo necesario, para declarar la finalización de dicha emergencia a los fines del art. 16 de la Ley N° 25.561. Así, la suspensión de los despidos sin causa, finalizó el día de la publicación del citado decreto, o sea el 11/09/07, ya que éste se trata de una suerte de "decreto de ejecución", que se agota con la corroboración del hecho.
De adoptarse una solución opuesta, el ámbito de aplicación temporal de la normativa examinada habría quedado sujeto a la variable interpretación,  que en cada caso pudiesen formular las partes, y -en última instancia- los órganos jurisdiccionales llamados a intervenir en cada singular contienda en que se debatiese la temática bajo examen, lo que -huelga señalarlo- habría de conspirar contra la certeza y la seguridad jurídica, valores éstos de los cuales, no debe ni puede, prescindirse en la tarea de administrar justicia.
Que en consecuencia, producido el despido de los actores, Pedro Ángel Ortiz el día 30/07/07 y de Jorge Daniel Villegas el 01/08/07 (fs. 16/ vta.), antes de la publicación del Decreto Nº 1224/07, ambos quedan comprendidos y les corresponde la indemnización agravada prevista por el art. 16 de la ley N° 25.561 y prorrogada por el art. 4 de la ley N° 25.972.
Por lo dicho, se advierte que se ha configurado la causal invocada por los recurrentes, toda vez que, la Excma. Cámara no aplicó el art. 16 de la Ley N° 25.561 (prorrogada por Ley N° 25.972)  y el Dec. 1224/07, desestimando el incremento de la indemnización por despido.- 
5) En relación al segundo agravio, para aplicar la sanción máxima prevista en el art. 275  LCT, por temeridad y malicia, es necesario tener presente que la imposición de estas sanciones no puede obedecer a la sola circunstancia de que las acciones y defensa, del empleador en el juicio, hayan sido desestimadas. En efecto, la temeridad requiere, para su tipificación, la valoración de un obrar de mala fe, mientras que la malicia consiste en obstaculizar el curso normal del proceso, desviándolo o alterándolo, circunstancias que en el caso, el empleador demandado, se ajustó a ejercer su derecho constitucional de defensa en juicio, no se aprecian cumplidas. 

Por lo que compartiendo lo expresado por a-quo  a fs. 84, no resulta atendible la declaración de temeridad y malicia pretendida por los actores.-

6) En virtud de todo lo expuesto, cabe hacer lugar, parcialmente, al Recurso de Casación, casando el punto 2) de la Sentencia N° 30 de fecha 15/05/2012 (fs. 134/137 y vta.) de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 1 de la Segunda Circunscripción Judicial.

Por lo tanto y oído al Sr. Procurador General Subrogante, VOTO a esta SEGUNDA  CUESTIÓN POR LA  AFIRMATIVA.

Los Señores Ministros Dres, OMAR ESTEBAN URÍA y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.-

A LA TERCERA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA Dijo: Dada la forma en que se ha votado la cuestión anterior, corresponde la aplicación al caso del art. 16 de la Ley N° 25.561, prorrogado por el art. 4 de la Ley N° 25.972 y del Dec. 1224/07, conforme los fundamentos desarrollados en los puntos 3) y 4) de la cuestión anterior. ASI LO VOTO.-

Los Señores Ministros Dres, OMAR ESTEBAN URÍA y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA Dijo: Dada la forma en que se han votado las cuestiones anteriores, corresponde: HACER LUGAR, parcialmente,  al Recurso de Casación interpuesto por los actores y, en consecuencia, CASAR el pto. 2) de la Sentencia N° 30, dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones, Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 1 de la Segunda Circunscripción Judicial, confirmando el punto 3) de  la Sentencia de Primera Instancia N° 162 de fecha 03/12/2010 (fs. 78/85). ASI LO VOTO.
Los Señores Ministros Dres, OMAR ESTEBAN URÍA y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-

A LA QUINTA CUESTION, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA Dijo: Costas a cargo de la demandada (art. 68 del CPC y C). ASI LO VOTO.

Los Señores Ministros Dres, OMAR ESTEBAN URÍA y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, marzo doce de dos mil quince.-
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) HACER LUGAR, parcialmente,  al Recurso de Casación interpuesto por los actores y, en consecuencia, CASAR el pto. 2) de la Sentencia N° 30/12, dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones, Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 1 de la Segunda Circunscripción Judicial, confirmando el punto 3) de  la Sentencia de Primera Instancia N° 162 de fecha 03/12/2010 (fs. 78/85)
II) Costas a la demandada (art 68 del CPC y C)
REGISTRESE y NOTIFIQUESE.-
No firma el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ por encontrarse excusado. 
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URÍA y LILIA ANA NOVILLO, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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